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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DE JUSTICIA
 511 REAL DECRETO 1/2008, de 11 de enero, por el 

que se modifica el Real Decreto 326/2002, de 5 
de abril, sobre régimen de nombramiento de 
los miembros sustitutos del Ministerio Fiscal.

El régimen de nombramiento de los abogados fiscales 
sustitutos ha ido perfeccionándose con el transcurso del 
tiempo, constituyendo el Real Decreto 326/2002, de 5 de 
abril, la cobertura normativa más completa que se ha dic-
tado hasta el momento para regular la selección, el nom-
bramiento y las funciones de sustitución de carácter no 
permanente de los fiscales sustitutos del Tribunal Supremo 
y de los abogados fiscales sustitutos cuyos únicos requisi-
tos, al no ser fiscales de carrera, son contar con la licencia-
tura en Derecho, reunir los exigidos para el ingreso en la 
carrera fiscal, tener su residencia habitual en la demarca-
ción donde tenga su sede la fiscalía o adscripción perma-
nente en la que vayan a prestar servicios y no superar la 
edad que se determine en cada convocatoria.

Ese Real Decreto de 5 de abril de 2002 pretendía per-
feccionar el baremo de méritos que determina la pro-
puesta de nombramiento, agilizar la tramitación de las 
solicitudes mediante su exclusiva presentación ante la 
Fiscalía General del Estado, contar con el informe de ido-
neidad de los candidatos emitido por los fiscales jefes y 
establecer un número limitado de plazas a desempeñar 
por sustitución en cada fiscalía durante cada año judicial. 
Posteriormente, esa disposición reglamentaria fue modi-
ficada por el Real Decreto 92/2006, de 3 de febrero, cuyo 
objetivo era mejorar el baremo de méritos a valorar en los 
aspirantes, introduciendo el conocimiento del derecho o 
lengua propios de las comunidades autónomas, valo-
rando por primera vez la posesión del título de licenciado 
en Criminología, y retocando puntualmente la asignación 
de puntos de alguno de los méritos previstos.

Teniendo en cuenta la experiencia acumulada durante 
los últimos procesos selectivos, resulta nuevamente 
necesario modificar el Real Decreto 326/2002 de manera 
que se otorgue de mayor transparencia y seguridad jurí-
dica al concurso público en todas sus fases, desde la con-
vocatoria hasta la resolución del mismo, y se detalle en 
esta vía reglamentaria, con mayor claridad y precisión, 
los méritos que se valoran en los aspirantes, acogiendo 
en todo caso los numerosos pronunciamientos jurisdic-
cionales que se han realizado a propósito de las convoca-
torias y resolución de los procesos selectivos para el 
nombramiento como miembro sustituto del Ministerio 
Fiscal. También se aprovecha esta modificación para intro-
ducir mínimas precisiones respecto a la tramitación de los 
expedientes por parte de la Fiscalía General del Estado y 
del Ministerio de Justicia con un alcance meramente 
organizativo y doméstico, pero que simplificará de forma 
notable el procedimiento administrativo. Así, se elabora y 

se da publicidad a una lista provisional de los participan-
tes en el proceso selectivo con la relación de todos sus 
méritos y la puntuación total obtenida, se otorga un trá-
mite de alegaciones y se elabora y publicita una lista defi-
nitiva de los aspirantes seleccionados, todo ello con la 
finalidad de prevenir y evitar, siempre que sea posible, la 
interposición de recursos en sede gubernativa o jurisdic-
cional contencioso-administrativa cuyas pretensiones 
pueden ser resueltas con sencillez a lo largo del procedi-
miento administrativo.

El presente real decreto se dicta teniendo en cuenta 
las competencias reglamentarias que, en esta específica 
materia, ostenta el Ministerio de Justicia de conformidad 
con el Real Decreto 1475/2004, de 18 de junio, por el que 
se desarrolla su estructura orgánica básica.

Este real decreto ha sido sometido al trámite de 
audiencia pública a través de las asociaciones de fiscales 
inscritas oficialmente en el registro correspondiente del 
Ministerio de Justicia.

Asimismo, y de conformidad con el artículo 14.4 j) de 
la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se aprueba 
el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, el presente real 
decreto ha sido informado por el Consejo Fiscal.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con 
el informe de la Ministra de Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 11 de enero 
de 2008,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decreto 326/2002, 
de 5 de abril, sobre régimen de nombramiento de los 
miembros sustitutos del Ministerio Fiscal.

Uno. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado del 
siguiente modo:

«Con anterioridad al 15 de marzo de cada año, a 
propuesta motivada del Fiscal General del Estado, el 
Ministro de Justicia señalará el número de plazas a 
desempeñar por sustitución en cada fiscalía durante 
el siguiente año judicial, y convocará concurso 
público para su selección mediante anuncio a publi-
car en el Boletín Oficial del Estado.»

Dos. La letra e) del apartado 2 del artículo 4 queda 
redactado del siguiente modo:

«e) Las instancias y documentos que las acom-
pañen habrán de referirse al modelo de solicitud 
que se publicará con la convocatoria y unirán a las 
mismas fotocopias compulsadas del documento 
nacional de identidad, del título de Licenciado en 
Derecho o del justificante de pago del mismo, de la 
certificación del expediente académico de la indi-
cada licenciatura, así como de todos los documen-
tos que resulten acreditativos de los méritos alega-
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dos por el concursante. El certificado de antecedentes 
penales de todos los aspirantes que participen en la 
convocatoria será aportado directamente por el 
Ministerio de Justicia, a través de sus órganos admi-
nistrativos.

El plazo de presentación de solicitudes y de acre-
ditación de méritos tiene carácter preclusivo.»

Tres. El artículo 5 queda redactado del siguiente 
modo:

«1. Tendrán preferencia para optar a estas pla-
zas quienes hayan pertenecido a la carrera judicial o 
fiscal por un período no inferior a diez años.

2. El orden de prelación será fijado por los 
méritos de cada aspirante de acuerdo con el baremo 
que, a continuación se detalla:

a) Estar en posesión del título de Doctor en 
Derecho, 3 puntos. En ningún caso, se valorará la 
asistencia a jornadas, la obtención de diplomas, la 
realización de trabajos o estudios o la superación de 
cursos que el candidato haya podido realizar dentro 
del programa de doctorado.

b) Estar en posesión del título de licenciado o 
graduado en Criminología, 2 puntos. En ningún caso 
se valorarán otros estudios en esa materia distintos 
a los de la licenciatura o grado.

c) Haber realizado tareas, en tiempo efectivo y 
debidamente acreditadas, de ejercicio de sustitución 
en la carrera judicial o fiscal o de secretariado judi-
cial, 0,25 puntos por cada seis meses acreditados, 
en los diez primeros años, y 0,125 puntos por cada 
seis meses acreditados, en los años undécimo y 
siguientes. En ningún caso se computarán ni pun-
tuarán periodos de sustitución inferiores a seis 
meses completos.

El desempeño de la función de los antiguos jueces 
de distrito sustitutos y fiscales de distrito sustitutos, 
siempre que se hayan llevado a cabo con posteriori-
dad a la entrada en vigor de la Ley Orgánica 5/1981, de 
16 de noviembre, de integración de la carrera judi-
cial y del secretariado de la Administración de Justi-
cia, se valorará con 0,125 puntos por cada seis 
meses acreditados, con un máximo de 3 puntos.

El desempeño de otras profesiones jurídicas se 
valorará con 0,125 puntos por cada seis meses acre-
ditados, con un máximo de 3 puntos. A estos efec-
tos, se considerarán como profesiones jurídicas las 
de abogado del Estado sustituto o la del ejercicio 
libre de la profesión de abogado o de procurador de 
los Tribunales. Las profesiones de abogado y de pro-
curador de los Tribunales se valorarán como mérito 
únicamente si concurren los siguientes requisitos: 
alta y colegiación como ejerciente, durante un 
tiempo mínimo de tres años, en el colegio profesio-
nal correspondiente, estar en posesión del título de 
una Escuela de Práctica Jurídica, y acreditar la inter-
vención como defensa letrada en, al menos, 15 pro-
cedimientos judiciales distintos por cada seis meses 
que se pretenda hacer valer, o como representación 
procesal en, al menos, 120 procedimientos judicia-
les distintos por cada seis meses que se pretenda 
hacer valer. En ningún caso se valorarán la presta-
ción por parte del abogado de meros servicios de 
asesoría, asistencia jurídica o mediación.

No se valorarán, a los efectos de este apartado, 
la ocupación de puestos de asesoría o contenido 
jurídico en la Administración Pública que no supon-
gan la real y efectiva intervención ante órganos 
jurisdiccionales en defensa de alguna de las partes.

d) Haber accedido a un Cuerpo o Escala del 
grupo A o A1, mediante la superación de una oposi-
ción pública para el desempeño de puestos de tra-

bajo en cualquier Administración Pública, en su 
condición de licenciados o graduados en Derecho, 3 
puntos.

Para que el mérito sea valorado, será preciso 
que se haya adquirido la condición de funcionario, 
es decir, que se haya superado la fase de oposición 
pública y, en su caso, curso selectivo o de formación 
y que exista nombramiento y toma de posesión.

e) Aprobar algún ejercicio en las oposiciones 
para el ingreso en las carreras judicial o fiscal, 0,5 
puntos por cada ejercicio superado, hasta un 
máximo de 3 puntos.

A tales efectos, no se considerarán como mérito 
puntuable la superación de la fase de concurso que 
se establece en algunos procedimientos específicos 
de acceso a la carrera judicial.

f) La docencia universitaria en disciplinas jurí-
dicas, 0,3 puntos por cada año de ejercicio, con un 
máximo de 3 puntos. Para que este mérito sea pun-
tuado se exigirá que la docencia se haya prestado 
como profesor en alguna de las modalidades previs-
tas en el título IX de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 
diciembre, de Universidades. Las distintas modali-
dades docentes contempladas en dicho cuerpo legal 
tendrán carácter taxativo. Se excluye la docencia 
impartida en centros extranjeros en España con-
forme a los sistemas educativos de otros países.

g) El conocimiento del Derecho propio de la 
comunidad autónoma, que deberá valorarse sobre 
la base de los títulos oficiales de la autoridad acadé-
mica correspondiente, se valorará hasta un máximo 
de 1 punto. A tales efectos, se establecen tres nive-
les de conocimiento, básico, medio o superior, con 
una valoración, para cada uno de ellos, de 0,33 pun-
tos.

Sólo se tendrá en cuenta la puntuación obtenida 
por este mérito si la plaza solicitada corresponde a 
la comunidad autónoma en la que rija ese Derecho 
propio.

h) El conocimiento de la lengua cooficial pro-
pia de la comunidad autónoma, acreditado mediante 
un título oficial expedido por el organismo público 
competente, se valorará hasta un máximo de 1 
punto. A tales efectos, se establecen tres niveles de 
conocimiento, básico, medio o superior, con una 
valoración de cada uno de ellos de 0,33 puntos.

Sólo se tendrá en cuenta la puntuación obtenida 
por este mérito si la plaza solicitada corresponde a 
la comunidad autónoma en la que dicha lengua 
tenga carácter cooficial.

3. A igualdad de puntuación, tendrá preferen-
cia quienes posean mejor expediente académico.

4. Una vez recibidas las solicitudes, en el plazo 
de dos meses desde la finalización del plazo de pre-
sentación previsto en la convocatoria, la Fiscalía 
General del Estado hará pública, en su sede y en las 
de las Fiscalías de las Comunidades Autónomas y 
Fiscalías Provinciales, una lista provisional en la que 
se contendrá una relación de los aspirantes seleccio-
nados en el proceso, la valoración de cada uno de 
sus méritos y la puntuación total obtenida. Los aspi-
rantes que hubieran optado a plazas de abogados 
fiscales sustitutos de distintas fiscalías, quedarán 
incluidos únicamente en la lista de aquella fiscalía 
en la que hubieran obtenido mejor posición res-
pecto al resto de sus preferencias.

Los aspirantes dispondrán de un plazo de diez 
días hábiles, contados a partir del día siguiente a su 
publicación, para efectuar alegaciones ante la Fisca-
lía General del Estado, respecto a la valoración pro-
visional de méritos. Tales alegaciones sólo podrán 
referirse estrictamente a la valoración de méritos 
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que hayan quedado acreditados en el momento de 
la solicitud, respecto a los que no se admitirá, en 
ningún caso, su subsanación. El referido trámite de 
alegaciones no podrá comportar la invocación ni 
acreditación de otros méritos distintos a los de la 
solicitud.

A la vista de las alegaciones formuladas, la Fis-
calía General del Estado elaborará la lista definitiva 
de los aspirantes seleccionados, ordenada de mayor 
a menor puntuación resultante de la aplicación del 
baremo, teniendo en cuenta, a su vez, el orden de 
preferencia manifestado por el interesado y las 
necesidades del servicio.

5. La concurrencia de circunstancias que deter-
minen la falta de idoneidad del candidato, de confor-
midad con el artículo 12 siguiente, determinará 
automáticamente su exclusión del proceso, con 
independencia de los méritos que reúna el candi-
dato, que no se entrarán a valorar.»

Disposición adicional única. Formación.

El Centro de Estudios Jurídicos podrá contemplar en 
sus planes de formación continuada la participación 
como alumnos de los abogados fiscales sustitutos que 
hayan tomado posesión de su cargo, cuando sus cursos 
se refieran a materias relacionadas con su actividad.

Disposición final primera. Título competencial.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 149.1, 5.ª de la Constitución, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
Administración de Justicia.

Disposición final segunda. Habilitación legal.

Se faculta al Ministro de Justicia para dictar las dispo-
siciones necesarias para el desarrollo y ejecución del pre-
sente real decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 11 de enero de 2008.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

MARIANO FERNÁNDEZ BERMEJO 

MINISTERIO DEL INTERIOR
 512 REAL DECRETO 4/2008, de 11 de enero, por el 

que se modifican determinados artículos del 
Reglamento de Seguridad Privada.

Mediante Sentencia de 26 de enero de 2006, el Tribu-
nal de Justicia de las Comunidades Europeas condenaba 
al Reino de España por incumplimiento de sus obligacio-
nes en virtud del Tratado CE, al mantener en vigor deter-
minadas disposiciones de la Ley 23/1992, de 30 de julio, 
de Seguridad Privada, y de su Reglamento de desarrollo, 
aprobado por el Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciem-

bre, que imponen una serie de requisitos a las empresas 
y al personal de seguridad privada procedentes de otros 
países miembros que quieren ejercer actividades de 
seguridad privada en España.

Entiende el Tribunal que los requisitos exigidos en 
nuestro país para la prestación de servicios de seguridad 
privada pueden vulnerar los principios de libertad de 
establecimiento y de libre prestación de servicios, al ser 
susceptibles de colocar, de facto, a los ciudadanos o 
sociedades de otros Estados miembros en una situación 
desfavorable respecto a la de los españoles. Concreta-
mente, son dos los aspectos que se ponen en tela de jui-
cio: en primer lugar, la falta de proporcionalidad entre el 
interés a proteger y los requisitos exigidos por la norma-
tiva española para la prestación de servicios de seguridad 
privada por las empresas. Y, en segundo lugar, la no apli-
cación del reconocimiento mutuo a las cualificaciones 
profesionales en este sector que hayan sido adquiridas en 
otro Estado miembro.

En síntesis, los requisitos que, en virtud de la citada 
Sentencia, suponen restricciones a la libertad de estable-
cimiento y a la libre prestación de servicios en el marco de 
la Unión Europea, son los siguientes:

En primer lugar, el Tribunal considera que el hecho de 
que, prácticamente en todos los casos, las empresas de 
seguridad privada deban ser personas jurídicas supone 
una restricción al derecho de establecimiento. En conexión 
con lo anterior, la exigencia de un capital social mínimo 
para estas empresas no se considera justificado por razo-
nes de seguridad pública y también supone una infracción 
de los artículos 43 CE y 49 CE, existiendo otros medios 
menos restrictivos para alcanzar el objetivo de la protec-
ción de los destinatarios de las prestaciones de seguridad 
privada, tales como el depósito de una fianza o la suscrip-
ción de un contrato de seguro.

Respecto a la constitución de garantías, señala el Tri-
bunal que la normativa española enjuiciada exige el 
depósito de una fianza en un organismo español, la Caja 
General de Depósitos, para responder a las eventuales 
responsabilidades o al pago de multas, sin tener en 
cuenta las garantías constituidas, en su caso, en el Estado 
miembro de origen. Asimismo, añade la Sentencia que, 
en el estado actual de desarrollo de los mecanismos de 
cobro transfronterizo de créditos y de ejecución de sen-
tencias extranjeras dentro de la Unión, la obligación de 
prestar una fianza en un organismo español va más allá 
de lo necesario para garantizar la protección adecuada de 
los acreedores.

En cuanto a las disposiciones que fijan una plantilla 
mínima para las empresas de seguridad, el Tribunal de 
Justicia entiende que han de analizarse como un obstá-
culo a la libertad de establecimiento y a la libre prestación 
de servicios, en la medida en que hacen más onerosa la 
constitución de sucursales o filiales en España y disuaden 
a las empresas de seguridad privada extranjera de ofrecer 
sus servicios en el mercado español. Como excepción, 
considera el Tribunal que la exigencia de una plantilla 
mínima en las empresas dedicadas al transporte y distri-
bución de explosivos, resulta justificada.

Por lo que se refiere a la exigencia de que el personal 
de seguridad privada esté en posesión de una autoriza-
ción administrativa específica o habilitación, expedida 
por las autoridades españolas, señala la Sentencia que, si 
bien la aplicación general de un procedimiento de autori-
zación administrativa a las empresas de seguridad extran-
jeras no es, por sí misma, contraria al artículo 43 CE, la 
normativa española no prevé la posibilidad de tomar en 
consideración los requisitos que ya hayan sido acredita-
dos por cada uno de los integrantes del personal de estas 
empresas en su Estado miembro de origen. En conse-
cuencia, el requisito de obtención de una nueva autoriza-
ción específica en el Estado miembro de acogida para el 


